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ASUNTO 
 
 

Resuelve el Despacho el recurso de APELACIÓN interpuesto por el apoderado de 
la parte demandante, contra el auto del 25 de octubre de 2022 (en audiencia), 
proferido por el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Bello, Cesar, donde se 
negó el incidente de nulidad.  
 
 
 

ACTUACIONES DE PRIMERA INSTANCIA 

 

En audiencia de fecha 25 de octubre de 2022, la parte demandante presenta 

INCIDENTE DE NULIDAD por falta de competencia de conformidad al artículo 

121 del Código General del Proceso presentado por la parte demandante, alegando 

que la demanda fue presentada el día 30 de noviembre de 2017, la cual fue 

inadmitida el 13 de diciembre de 2017, luego la admitieron mediante auto de fecha 

quince (15) de enero de dos mil dieciocho (2018), y desde esa fecha ya han 

trascurrido más de 12 meses y el despacho ha pasado por alto lo normado en el 

artículo 121 del CGP; que el despacho NO realizó el control de legalidad del articulo 

132 CGP; que el articulo 133 CGP expone taxativamente las causales de nulidad, 

pero esta nulidad que invoca no se encuentra encasillada en este artículo, por lo que 

el Juez debe aplicar el artículo 132 CGP; la doctrina expresa que la inobservancia de 

la ley o la desviación de las normas para regular la acción constituye verdaderas 

anormalidades para que el recto proceso se de. El control de legalidad tiene como 

objeto sanar los vicios del proceso que pueden causar nulidad.  



Al darle traslado del incidente presentado a la contraparte, la apoderada de la parte 

demandada expresó que se declarará improcedente el incidente de nulidad, 

teniendo en cuenta que las causales son taxativas en el artículo 133 CGP, y además 

el despacho realizo el respectivo control de legalidad.  

Por su parte el curador Ad-litem, manifiesta que, si la nulidad invocada esta 

estipulada en el artículo 133 CGP, el despacho no tendría inconveniente para 

declararla, pero el incidente presentado está basado en el artículo 121 CGP, el cual 

no está encausado en el artículo 133 CGP.  

El A-quo decide NEGAR EL INCIDENTE DE NULIDAD, argumentando que las 

audiencias programadas en el presente proceso fueron dilatadas por la parte 

demandante; que conforme a lo que sustenta el apoderado del demandante la 

perdida de competencia de conformidad al articulo 121 CGP, una vez revisado el 

expediente en el cual se observa que una vez devuelto el expediente por el superior 

jerárquico el cual decreto la nulidad de la sentencia de fecha 22 de enero de 2019, se 

realizaron todas las actuaciones obedeciendo a lo ordenado por el superior y como 

se observo que faltaba la notificación al acreedor central de inversiones se hizo el 

control de legalidad de conformidad al articulo 132 CGP y se ordenó constituir el 

litisconsorcio necesario al acreedor y efectuando la notificación la demandada 

contesto el 13 de julio de 2022, solo hasta esa fecha se notifico la demandada, por lo 

que no tiene cabida el articulo 121 CGP porque solo han trascurrido 5 meses largos. 

Aclara que el despacho a actuado de conformidad a la norma, para acceder a la 

solicitud debe revisarse el tramite del proceso el cual ha sido sometido a suspensión, 

apelaciones; por lo que no le asiste razón a lo alegado por el apoderado de la parte 

demandante, puesto que la competencia aun es del juzgado de conocimiento,  e 

igualmente aclara la A-quo que se han presentado maniobras dilatorias por las 

partes; Dicho lo anterior NIEGA el INCIDENTE DE NULIDAD (artículo 121 CGP). 

En contra de esta decisión el demandante presenta RECURSO DE REPOSICION y 

en subsidio APELACION, y fundamenta su inconformidad expresando que debe 

tenerse en cuenta que el auto admisorio de la demanda es de fecha 15 de enero de 

2018 y desde la fecha hasta el día de la audiencia 25 de octubre de 2019, han pasado 

mas de un año; que si bien es cierto que el incidente no tiene las clausulas del articulo 

133 CGP, no es menos cierto que las notificaciones  realizadas, posterior a la decisión 

del superior de la nulidad, solo la hicieron al acreedor, cuando debían haber 

notificado a todas las partes, por lo que el despacho debía haber realizado un control 

de legalidad de lo actuado.  

Se le dio traslado del recurso a la contraparte; por parte del demandado la apoderada 

expreso que se acoge a la decisión del despacho que no se vulnero el debido proceso, 

que solo se ordeno notificar al acreedor teniendo en cuenta que era el único que 

faltaba por notificar. Que existe una falta de estudio por parte del apoderado del 

demandante por que esta solicitando una nulidad que no existe y el despacho esta 

dentro del termino para seguir tramitando el proceso y llega a la sentencia.  

El Curador A-litem, expreso que no había reparos con la decisión tomada por el 

despacho.   

 

 



DECISION DEL RECURSO DE REPOSICION:  

 

De las consideraciones del despacho de negar el incidente de nulidad debe tener en 

cuenta el apoderado que el despacho no tiene otras razones para reponer el auto y 

se apoya en la misma sustentación, en cuanto a la notificación al acreedor que se 

hizo en mayo de 2022, aplicando el control de legalidad que el apoderado menciona, 

en cuanto a que se debía notificar a todos los demandados o no, se dejó claro que las 

actuaciones en auto de mayo fueron corregidos todos los yerros; al proceso se le dio 

el correspondiente control de legalidad, por ello NO REPONE el auto que NEGÓ el 

incidente de nulidad por perdida de competencia.  

Y por último concede el recurso de apelación. 

 

REPAROS AL AUTO 

 

La parte demandante presentó reparos frente al auto proferido en primera instancia, 

consistentes en: 

Insiste en la nulidad por falta de competencia por el articulo 121 CGP e igualmente 

insiste en que cuando el superior jerárquico invalido las actuaciones hasta el auto 

admisorio de la demandada debieron surtirse las notificaciones a todos los 

intervinientes en el proceso y no solo al acreedor hipotecario, por ello le asiste razón 

que se ha vencido el termino del articulo 121 CGP.  

La apoderada de la parte demandada descorrió el traslado y expreso que no le asiste 

razón al apoderado porque el Juez de segunda instancia solo declaro la nulidad del 

emplazamiento de la persona jurídica CISA y el Juez de conocimiento solo le dio 

cumplimiento a lo ordenado por el superior; insiste que no le asiste razón al apelante 

porque no se a cumplido el termino para aplicar el articulo 121 CGP y las razones 

del incidente no están encausados en las nulidades del articulo 133 CGP.  

El Curador Ad-litem, se pronuncia manifestando que no le asiste razón al apoderado 

de la parte demandante, toda vez que se puede observar que la Juez le dio 

cumplimiento a lo ordenado por el superior, por ello mal haría en apoyar la tesis del 

apelante.  

 

CONSIDERACIONES 

 

Es pertinente destacar que el proveído cuestionado es susceptible del recurso de 

apelación a voces del numeral 6° del artículo 321 del Código General del Proceso, el 

cual fue interpuesto dentro de la oportunidad legal y por parte legitimada para 

hacerlo. Amén de lo anterior, la parte impugnante satisfizo la exigencia a que alude 

el numeral 3 del artículo 322 ejusdem. Igualmente, este Despacho es competente 

para conocer de la alzada, ya que es el superior funcional de quien profirió la 

providencia confutada.  



Sumado a lo anterior, conviene recordar, que, tal y como lo ha puntualizado la 

jurisprudencia, el recurso de apelación ha sido instituido a favor de la parte 

resultante desfavorecida con una providencia de primera instancia para que, si así 

lo desea, busque que el superior inmediato, estudie nuevamente la decisión a fin de 

que si a ello hay lugar, la revoque, pues se ha establecido por la ley procesal, que el 

Juez de segundo grado tiene los mismos poderes para enfrentar el estudio de los 

hechos y del derecho, para valorar las pruebas, de igual o de distinto modo que el 

primer grado, revisar íntegramente el proceso y llegar a conclusiones que puedan 

coincidir en parte o en todo con las del Juez A-quo.  

Visto lo anterior, corresponde determinar si la decisión del Juez A Quo, esto es, que 

niega el incidente de nulidad por falta de competencia de conformidad con el 

articulo 121 CGP, esta ajustada a derecho o no.  

Bajo este entendido, el Código General del Proceso en el Capítulo II del Título IV se 

ocupa de regular las nulidades, enlistando las causas taxativas que las generan, las 

oportunidades para alegarlas, la forma para declararlas y sus consecuencias, y los 

eventos llamados a sanearlas. 

Así, de manera especial, con el propósito de contribuir a la reducción del tiempo de 

duración de los juicios civiles y de familia, el artículo 121 del Código General del 

Proceso consagró que «salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no 

podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o 

única instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o 

mandamiento ejecutivo», y que «el plazo para resolver la segunda instancia, no podrá 

ser superior a seis (6) meses, contados a partir de la recepción del expediente en la secretaría 

del juzgado o tribunal». 

El mismo precepto estableció que si ese término –o su prórroga– expiraba con 
anterioridad a la emisión del fallo correspondiente, el funcionario que venía 
tramitando la causa «perderá competencia» para ello, debiendo remitir la foliatura 
«al juez o magistrado que le sigue en turno, quien asumirá competencia y proferirá la 
providencia dentro del término máximo de seis (6) meses». Asimismo, se dispuso que 

«será nula (...) la actuación posterior que realice el juez que haya perdido 
competencia para emitir la respectiva providencia». 
 
Debe recalcarse que la conformidad del artículo 121-2 del Código General del 
Proceso con la Constitución Política depende de que se entienda «que la pérdida de 
la competencia sólo se configura cuando, una vez expirado el plazo legal sin que se 
haya proferido la providencia que pone fin a la instancia procesal, una de las partes 
alegue su configuración»,  
 
Es decir, para que se consolide el supuesto de pérdida de competencia que consagra 
la codificación procesal vigente, se requiere que (i) acaezca el vencimiento del plazo 
máximo de duración del proceso sin que se hubiera emitido sentencia, y que (ii) una 
de las partes invoque dicha circunstancia ante el juez o magistrado cognoscente, con 
antelación al proferimiento de aquella providencia. 
 
De lo expuesto se sigue que la expiración del lapso durante el cual se debe finiquitar 
la instancia no conlleva la pérdida “automática” de competencia del funcionario que 
conoce la causa, por lo que no habría razón para considerar viciado de nulidad el 
trámite posterior al referido vencimiento. En cambio, cuando a la extinción del plazo 



se suma el reclamo de parte, el supuesto del artículo 121 quedaría consumado –al 
menos por regla general–, comprometiendo la validez de las actuaciones que a 
continuación adelante el juez o magistrado que perdió competencia para componer 
la litis. 
 
Caso en concreto:  
 
La nulidad contemplada en el artículo objeto de Litis (121 CGP), debe comprenderse 
inmersa en el régimen general de nulidades del Código, es decir, que en adelante, la 
perdida de la competencia y la nulidad que en ella se origina en este vicio debe ser 
alegada antes de proferirse la sentencia, teniendo en cuenta que la perdida de 
competencia se configura únicamente una vez expirado el plazo procesal sin que se 
dicte sentencia y una de las partes alegue dicha configuración. Es por eso, que no 
toda demora en el proceso judicial debería concebirse como atribución al operador 
judicial, sino que existen otros factores procesales en los cuales se incurren que 
logran causarla. 
 
 
Con el propósito de facilitar el análisis de la censura, es pertinente reseñar, en orden 
cronológico, las actuaciones que se llevaron a cabo ante el Juez de conocimiento:  
 

• La parte demandante a través de apoderado judicial presenta demanda de 
pertenencia la cual fue admitida mediante auto de fecha quince (15) de enero 
de dos mil dieciocho (2018), se ordenó emplazar a las personas 
indeterminadas que se crean con derecho sobre el inmueble objeto del ligio. 
La parte demandada MANUEL GREGORIO GUTIERREZ GUTIERREZ, 
contesta la demanda en termino legal.   

 

• Mediante auto de fecha diez (l0) de septiembre de dos mil dieciocho (2018), 
se le designó CURADOR AD-LITEM a las personas indeterminadas.  

 

• A través de auto fechado seis (6) de noviembre de dos mil dieciocho (2018), 
dándole aplicación al artículo 132 del CGP, se ordenó integrar el litis 
consorcio necesario pasivo para hacer comparecer a la CAJA DE CREDITO 
AGRARIA como acreedor hipotecario, igualmente se ofició a la Unidad de 
Restitución de Tierras. Y se fijó fecha para llevar a cabo la diligencia de 
inspección judicial.  

 
 

• Atendiendo a que la parte demandante, coadyuvada con el curador ad-litem, 
solicitan aplazamiento de la inspección judicial, se profirió auto de fecha 
veinte (20) de noviembre de dos mil dieciocho (2018), donde se accede al 
aplazamiento de la diligencia.  

 

• Mediante auto de fecha veintisiete (27) de noviembre de dos mil dieciocho 
(2018), se accede a la solicitud del demandado de aplazamiento de la 
diligencia de inspección judicial.  

 

• La diligencia de inspección judicial se llevó a cabo el 6 de diciembre de 2018, 
la cual se suspendió y se fijó para reanudarla el día se 22 de enero de 2019 a 
partir de las 9:00 a.m. 
 



• Mediante auto de fecha dieciocho (18) de junio de dos mil diecinueve (2019), 
ordenaron Obedecer y cumplir lo resuelto por el Juez Segundo Civil del 
Circuito de Valledupar, en audiencia pública de fecha 23 de mayo de 2019, 
mediante la que se declaró nulidad de la sentencia proferida por esté 
despacho, disponiendo la reanudación de la actuación, haciendo la debida 
notificación a las personas indeterminadas.  

 
 
 
 



 
 

 
 

• Mediante auto de fecha 2 de julio de 2019, se ordenó se realizará nuevamente 
el emplazamiento:  

 



 
• En nota secretarial de fecha 5 de septiembre de 2019, se dejó constancia que 

el proceso se encontraba en el Tribunal Superior del Distrito judicial de 
Valledupar, en calidad de préstamo.  
 

 
 
 

• El diecisiete (17) de septiembre de dos mil diecinueve (2019), profieren auto 
donde indican que visto la informe secretaria que antecede y encontrándose 
el proceso pendiente de realizar nuevamente la publicación como prevé el 

art. 108 conc. 375-7, ordena el despacho que previo a cumplir dicha actuación, 
se oficie a la Unidad de Restitución de Tierras así como a la Agencia Nacional 
de Tierras, para que en el término de la distancia, informen a este despacho, 
el estado actual de la anotación No. 19 obrante en el folio de matrícula 
inmobiliaria No. 190-26738, habida consideración de la respuesta recibida de 
la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Valledupar, obrante a 
folio 181 a fin de que el despacho tenga claridad sobre la entidad que asumió 
las funciones del INCODER. 

 

• Se pudo observar en el expediente cargado en el micrositio TYBA que la parte 
demandante aporta memorial indicándole a la señora Juez que aporta la 
notificación de CENTRALES DE INVERSIONES, y como se enrostra en la 
consulta del proceso fue el 13 de julio de 2022:  

 



 
 

 

 
 
Y la notificada contesto el 10 de agosto de 2018:  
 



 
 

 
 
 
Analizadas las anteriores actuaciones, en primer lugar, es claro que el Juzgado de 
conocimiento procedió de conformidad a lo ordenado por el superior, lo que su 
actuación fue ajustada a derecho; en segundo lugar, debe tenerse en cuenta, que la 
norma invocada indica que el termino de UN año se cuenta a partir de la notificación 
del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo;  en el caso de marras 
del auto admisorio, si bien es cierto, el auto admisorio es de fecha quince (15) de 
enero de dos mil dieciocho (2018), no es menos cierto que la ultima notificación fue 
julio de 2022, contestando la demanda el 10 de agosto de 2022, como se evidenció 
precedentemente, y la audiencia donde se presento el incidente de nulidad es de 
fecha 25 de octubre de 2022, por lo que el plazo de UN AÑO aun no se encontraba 
vencido.  
 
“El artículo 121 del Código General del Proceso consagró que «salvo interrupción o 

suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) 

año para dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la notificación 

del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo», y que «el plazo para 

resolver la segunda instancia, no podrá ser superior a seis (6) meses, contados a partir 

de la recepción del expediente en la secretaría del juzgado o tribunal». 



Sin que se haya consumado el termino establecido en el citado artículo 121, teniendo 
en cuenta que este (un año) solo puede principiar su conteo a partir de la 
materialización de la notificación al auto admisorio de la demanda, que para el 
presente asunto solo ocurrió hasta el 13 de julio de 2022, se evidencia que la 
pregonada nulidad no se ha cumplido; razón suficiente para confirmar la decisión 
del juez de instancia, en cuanto decidió su negación. 
 
El Juzgado Segundo Civil del Circuito de Valledupar, Cesar,  
 
 

R E S U E L V E: 
 
PRIMERO: CONFIRMESE en su totalidad el auto adiado de fecha 25 de octubre de 
2022 proferido en audiencia por el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Bello, 
Cesar, en cuanto negó la nulidad propuesta. 
 
TERCERO: Remítase el presente proceso al juzgado de origen. 
 
CUARTO: Sin costas en esta instancia. 
 
 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 
 
 

GERMAN DAZA ARIZA 
JUEZ- 
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